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CODIGO DEONTOLÓGICO
Aprobado por el Pleno del Consejo General de la 

Abogacía Española el 6 de marzo de 2019.

PREÁMBULO

La función social de la Abogacía exige compilar las normas deon-
tológicas para regular su ejercicio. A lo largo de los siglos, muchos 
han sido los intereses que le han sido confiados, todos ellos trascen-
dentales, relacionados fundamentalmente con el imperio del Dere-
cho y la Justicia. Y en ese quehacer, que ha trascendido la propia y 
específica actuación concreta de defensa, la Abogacía ha ido acriso-
lando valores salvaguardados por normas deontológicas necesarias 
no sólo para el derecho de defensa, sino también para la tutela de los 
más altos intereses del estado, proclamado hoy social y democrático 
de derecho.

Por razones de corrección lingüística se ha preferido utilizar sólo 
en contadas ocasiones la expresión Abogado que exigiría la doble 
referencia a Abogado y Abogada o emplear otros métodos para 
designar los dos géneros. Por eso, se sustituye por Abogacía que 
designa tanto la profesión como al conjunto, hombres y mujeres, 
que la ejercen.

Como toda norma, la deontológica se inserta en el universo del 
Derecho, regido por el principio de jerarquía normativa y exige, 
además, claridad, adecuación y precisión, de suerte que cualquier 
modificación de hecho o de derecho en la situación regulada obliga 
a adaptar la norma a la nueva realidad legal o social.

Durante siglos, los escasos cambios operados en las funciones de 
quienes ejercen la Abogacía y en la propia sociedad motivaron pocas 
modificaciones en unas normas deontológicas que venían acreditán-
dose como eficaces para la alta función que le estaba reservada. Es a 
partir de la segunda mitad del siglo XX, desde el momento en que los 
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estados decididamente consagran la dignidad humana como valor 
supremo que informa todo el ordenamiento jurídico, cuando la fun-
ción de la Abogacía alcanza su definitiva trascendencia, facilitando a 
la persona y a la sociedad en que se integra, la técnica y conocimien-
tos necesarios para el consejo jurídico y la defensa de sus derechos. 
De nada sirven éstos si no se provee del medio idóneo para defender 
los que a cada cual le corresponden.

En una sociedad constituida y activada con base en el Derecho, 
que proclama como valores fundamentales la igualdad y la justicia, 
quien ejerce la Abogacía, experto en leyes y conocedor de la técnica 
jurídica y de las estrategias procesales, se erige en elemento impres-
cindible para la realización de la justicia, garantizando la información 
o asesoramiento, la contradicción, la igualdad de las partes tanto en 
el proceso como fuera de él, encarnando el derecho de defensa que 
es requisito imprescindible de la tutela judicial efectiva. Por ello, hoy 
precisa más que nunca ratificar y desarrollar unas normas de com-
portamiento que permitan satisfacer los inalienables derechos del 
cliente, respetando la defensa y consolidación de los valores superio-
res en los que se asienta la sociedad y la propia condición humana.

Recientemente, muchas han sido las reformas legislativas y 
muchos también los cambios políticos y sociales que han afectado 
al ejercicio profesional en España, lo que hace necesaria la actualiza-
ción de las normas jurídicas que la rigen.

La decidida vocación de proveer a la Abogacía de los instrumentos 
más eficaces para abordar el siglo XXI exige ahora la compilación y 
puesta al día de las normas deontológicas que deben regir la acti-
vidad profesional en un solo texto actualizado. Y ello se realiza sin 
abdicar de los principios que han venido caracterizando la actuación 
multisecular cuya propia pervivencia acredita fehacientemente su 
medular función, e incorporando además las más recientes expe-
riencias derivadas de situaciones novedosas completamente ajenas 
al mundo de la Abogacía hasta hace bien poco.

El Conseil Consultatif des Barreaux Européens (CCBE), máximo 
órgano representativo de la Abogacía ante las instituciones de la 
Unión Europea, mantiene un Código Deontológico cuya finalidad es 
la de establecer unas normas de actuación en el ejercicio profesional 
transfronterizo y otras básicas que representan las garantías míni-
mas exigibles para posibilitar el derecho de defensa de una forma 
efectiva. El Consejo General de la Abogacía Española ha asumido 
íntegramente ese Código Deontológico y ahora actualiza la norma-
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tiva incorporando las novedades y corrigiendo las disfunciones que 
se han observado desde 2002 con el propósito de que sea aplicable 
en todos los territorios autonómicos y en los ámbitos de los Colegios, 
a quienes corresponde ordenar el ejercicio profesional. Por ello, las 
presentes normas tienen vocación de básicas, correspondiendo, en 
su caso, su desarrollo y adecuación, y en definitiva determinar el 
justo equilibrio de los intereses en juego en su respectivo ámbito 
territorial a los Consejos Autonómicos y a los Colegios, aceptando 
los principios que aquí se consagran.

Perviven como valores fundamentales en el ejercicio de la pro-
fesión de Abogado la independencia, la libertad, la dignidad, la 
integridad, el servicio, el secreto profesional, la transparencia y la 
colegialidad.

La independencia de quien ejerce la Abogacía resulta en un estado 
de derecho tan necesaria como la imparcialidad del juez. Informa 
a su cliente de su posición jurídica, de los distintos valores que se 
ponen en juego en cualquiera de sus acciones u omisiones, prove-
yéndole de la defensa técnica de sus derechos y libertades frente a 
otros agentes sociales, cuyos derechos y dignidad personal han de 
ser también tenidas en cuenta; y ésta tan compleja como unívoca 
actuación sólo sirve al ciudadano y al propio sistema del estado de 
derecho si está exenta de presión, si se posee total libertad e inde-
pendencia de conocer, de formar criterio, de informar y de defender, 
sin otra servidumbre que el ideal de justicia.

La honradez, probidad, rectitud, lealtad, diligencia y veracidad son 
virtudes que deben adornar cualquier actuación. Ellas son la causa de 
las necesarias relaciones de confianza con el cliente y son la base del 
honor y la dignidad de la profesión. Se debe actuar siempre honesta 
y diligentemente, con competencia, con lealtad al cliente, con res-
peto a la parte contraria, y guardando secreto de cuanto conociere 
por razón de su profesión. Y cualquiera que así no lo hiciere afecta 
al honor y dignidad de toda la profesión con su actuación individual.

La dignidad, como modo de comportamiento, debe impregnar 
todas las actividades profesionales de quienes ejercen la Abogacía, 
ya que ésta está al servicio del ser humano y de la sociedad. Por eso, 
debe preservar no sólo la propia, sino la de sus clientes, de sus com-
pañeros y de los contrarios, tratándoles con distinción, deferencia y 
respeto, sin olvidar que sus actuaciones repercuten en la profesión 
entera. Por tanto, quebranta la obligación de comportarse con dig-
nidad quien ejerce su profesión con desprecio u olvido de que trata 
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con personas, o incurre en comportamientos que, por su naturaleza, 
cuestionen o desacrediten gravemente la consideración que debe a 
los que se relacionan con él.

La Constitución Española reconoce a toda persona el derecho a no 
declarar contra sí misma, y también el derecho a la intimidad. Ambos 
persiguen preservar la libertad y la vida íntima personal y familiar 
del ciudadano, cada vez más vulnerable a los poderes estatales y a 
otros poderes no siempre bien definidos. El ciudadano precisa aseso-
ría jurídica para conocer el alcance y la trascendencia de sus actos, 
y, para ello, debe confesarle sus circunstancias más íntimas. Quien 
ejerce la Abogacía se convierte así en custodio de la intimidad perso-
nal de su cliente y de su inalienable derecho a no declarar contra sí 
mismo. El secreto profesional y la confidencialidad son deberes y a 
la vez derechos que no constituyen sino concreción de los derechos 
fundamentales que el ordenamiento jurídico reconoce a sus pro-
pios clientes y a la defensa como mecanismo esencial del Estado de 
Derecho. Todo aquello que le sea revelado por su cliente, con todas 
sus circunstancias, más todo aquello que le sea comunicado por un 
compañero con carácter confidencial, deberá mantenerlo en secreto, 
salvo las situaciones excepcionales previstas.

Conforme a los principios fundamentales de la Abogacía, se regu-
lan las bases de la publicidad personal de modo que no se ponga en 
riesgo la libertad e independencia, la lealtad al cliente ni el secreto 
profesional, con absoluto respeto a las normas externas que regulan 
la competencia, la competencia desleal y la publicidad.

La función de concordia, característica de la actuación profesio-
nal, impone la obligación de procurar el arreglo entre las partes y 
exige que la información o el asesoramiento que se preste no sea 
tendencioso ni invite al conflicto o litigio.

Se consagra la libertad del profesional de la Abogacía para asumir 
la dirección de un asunto o rechazarlo, así como, una vez aceptado, 
para cesar en dicha dirección, siempre que se evite el vacío que podría 
traer aparejado ese cambio de asistencia que, en ningún caso, podrá 
provocar la indefensión del justiciable. Por ello, de la antigua institu-
ción de la “venia” conviene conservar la necesaria comunicación del 
sustituto al sustituido, pero encomendando a éste una responsable 
actuación informativa, como ya venía sucediendo en la práctica. Ello 
permite garantizar que el ciudadano no quedará en indefensión entre 
la actuación del sustituido y el sustituto, estableciendo un único 
momento en el que cesarán las responsabilidades de uno y comen-

PREÁMBULO



13

zaran las del otro, y procurará, además, una importante información 
al sustituto en beneficio siempre de los intereses objeto de defensa.

Debe tenerse siempre presente la alta función que la sociedad ha 
confiado a la Abogacía, que supone nada menos que la defensa efec-
tiva de los derechos individuales y colectivos cuyo reconocimiento 
y respeto constituye la espina dorsal del propio Estado de Derecho. 
Por ello, quienes ejercen la Abogacía sólo pueden encargarse de un 
asunto cuando cuenten con la capacidad adecuada para ejercer su 
asesoramiento y defensa de una manera real y efectiva, para incre-
mentar constantemente sus conocimientos jurídicos y para solicitar 
el auxilio de los más expertos, cuando lo precise.

Se profundiza en la regulación de la tenencia de fondos de clien-
tes. El ejercicio colectivo y multidisciplinar de la profesión, junto a las 
técnicas que hoy ofrecen las entidades financieras, aconseja insistir 
en la regulación de la tenencia de los fondos de clientes, mantenién-
dolos identificados, separados de los propios del bufete, y siempre a 
su disposición, lo que contribuirá a la transparencia en la actuación 
fortaleciendo la confianza de su cliente.

Pocas variaciones experimentan las normas deontológicas regu-
ladoras de las obligaciones y relaciones con el Colegio, con los Tri-
bunales y con los compañeros. Se profundiza, sí, en la salvaguarda 
de los valores fundamentales que informan el ejercicio profesional 
en la relación con el cliente. Y así, se concretan las obligaciones de 
información, se incrementan las precauciones para evitar el con-
flicto de intereses protegiendo la responsabilidad e independencia 
por medio del establecimiento de mecanismos que permitan identi-
ficar claramente el comienzo y final de su actuación y, por tanto, de 
su responsabilidad y, sobre todo, insistiendo en el reconocimiento 
de su libertad para cesar en la defensa cuando no desee conti-
nuar en ella, libérrima decisión que garantiza permanentemente la 
independencia y que se corresponde con la que tiene el ciudadano 
para designar al abogado o abogada de su elección en cualquier 
momento.

Las presentes normas deontológicas no imponen limitaciones a 
la libre competencia, sino que se erigen en deberes fundamentales 
en el ejercicio de la función social de la Abogacía en un Estado de 
Derecho, que exige desempeñarla con competencia, de buena fe, 
con libertad e independencia, lealtad al cliente, respeto a la parte 
contraria y guardando secreto de cuanto conociere por razón de su 
actuación profesional.

PREÁMBULO



CÓDIGO DEONTOLÓGICO DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA

Contiene el Código Deontológico de la Abogacía Española, aprobado por el Pleno del 
Consejo General de la Abogacía Española el 6 de marzo de 2019

ISBN: 978-84-1194-427-4

PVP 5,00 €

9 788411 944274


	_GoBack
	PREÁMBULO
	ART. 1.- Obligaciones deontológicas.
	ART. 2.- Independencia.
	ART. 3.- Libertades de defensa y de expresión.
	ART. 4.- Confianza e integridad.
	ART. 5.- Secreto profesional.
	ART. 6.- De la publicidad.
	ART. 7.- Lealtad profesional.
	ART. 8.- Sustitución en la actuación.
	ART. 9.- Relaciones con el Colegio.
	ART. 10.- Relaciones con los Tribunales.
	ART. 11.- Relaciones entre profesionales de la Abogacía.
	ART. 12.- Relaciones con los clientes.
	ART. 13.- Relaciones con la parte contraria.
	ART. 14.- Honorarios.
	ART. 15.- Hojas de encargo.
	ART. 16.- Provisiones de fondos y pagos a cuenta.
	ART. 17.- Impugnación de honorarios.
	ART. 18.- Pagos por captación de clientela.
	ART. 19.- Tratamiento de fondos ajenos.
	ART. 20.- Cobertura de la responsabilidad civil.
	ART. 21.- Empleo de las tecnologías de la información y la comunicación.
	ART. 22.- Ejercicio a través de sociedades profesionales.

	D.DT. ÚNICA.
	D.F. ÚNICA.
	Página en blanco
	Página en blanco



